Comisión de Hacienda 


Versión Taquigráfica N* 1163 de 
2007 


Carpetas Nos. 186, 746 y 566 de 
20 


e 
In K 


y 1855, 1910 y 1934 de 2007 


CRÉDITOS DE DEPOSITANTES DEL SECTOR NO 
FINANCIERO DE LOS BANCOS 


CUYA LIQUIDACIÓN SE DISPUSO POR LA LEY N? 17.613 
ver exposición 


COMISIÓN SOBRE IMPORTACIONES Y TASA CONSULAR 
PERCIBIDAS POR 
EL BANCO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
ver exposición 


GUÍAS DE TRÁNSITO DE DIVERSOS BIENES 
ver exposición 


APLICACIÓN DE RECARGOS POR MORA 
ver exposición 


INSTITUCIONES SOCIALES, GREMIALES, DEPORTIVAS Y 
ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES 
ver exposición 


CONSORCIOS DE EXPORTACIÓN 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 8 de agosto de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Eduardo Brenta e Iván Posada. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín, Alfredo Asti, Jorge Gandini, Carlos González Álvarez, 
Beatriz Costa, Pablo Pérez González, Iván Posada y Héctor Tajam. 


INVITADOS: Señor Representante Jaime Mario Trobo. 


Por ANTEL, ingeniera María Simon, Presidenta, y señor Edgard Carvalho, Vicepresidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al señor Diputado Trobo, quien ha solicitado ser recibido a efectos de exponer sobre 
tres proyectos que son de su autoría y que están a consideración de esta Comisión. 


SEÑOR TROBO.- Es un gusto estar en la Comisión de Hacienda y desde ya agradezco la sensibilidad 
de los señores Representantes de escuchar nuestra exposición, que va a ser breve y que refiere a tres 
proyectos de ley que la Comisión cuenta entre sus antecedentes y que tienen que ver con diversos 
temas. 


Empezando por lo más simple, está el proyecto de ley que propone la derogación de la Ley N* 1.355. Es un 
proyecto que tiende a ayudar a desmontar el aparato burocrático que existe en nuestro país y se refiere a una 
disposición muy antigua, ancestral, del Gobierno de Latorre, de 1877. En esa época se había creado la 
obligación de quienes trasladaban mercaderías o materias primas por el territorio nacional de solicitar una 
guía y de pagar por ella para certificar la calidad de los bienes. 


Esa disposición legal fue modificándose con el paso del tiempo. Inclusive, se fueron dictando algunos 
decretos que establecieron algunas excepciones, pero al día de hoy se sigue exigiendo esta guía para el 
tránsito de determinado tipo de bienes. Esto no tiene justificación porque no es otra cosa que un papel que se 
compra en una oficina para pagar un recurso que ella misma recibe y representa un costo agregado al 
consumidor. Sin duda alguna, esto no va a tener un impacto muy importante en los productos que deben ser 
trasladados con guía, pero de todos modos, nos parece que sería adecuado hacerlo para desburocratizar y 
facilitar la actividad comercial. 


Es un proyecto simple, tiene un solo artículo y figura en la Carpeta N* 1910, del año 2007. 


El segundo proyecto de ley al que hacemos referencia tiene que ver con la derogación de la comisión del 
Banco de la República y de la tasa consular. Hay algunos antecedentes muy cercanos y son los que tienen que 
ver con la aprobación de las Notas Reversales al acuerdo de libre comercio con los Estados Unidos de 
México. Hace pocos días, la Cámara aprobó un tratado o acuerdo por el cual se determinaba que estos dos 
gravámenes, tanto la tasa consular como el impuesto del Banco de la República, se eliminaban para todas las 
importaciones mexicanas. Quiere decir que desde el 17 de julio todos los negocios de importación de bienes e 
insumos o bienes terminados que el Uruguay realiza con México ya no están gravados por la comisión del 
Banco de la República y la tasa consular, lo que notoriamente significa una ventaja para los negocios con 
México y no está mal, pero queda un capítulo, referente a los negocios con todo el resto del mundo. Desde la 
perspectiva de los consumidores, de los empresarios, de las familias que consumen bienes producidos por 
insumos importados o bienes importados, es notorio que hay un gravamen que no se justifica, que debería ser 
derogado para que la totalidad de los bienes importados sean tratados en las mismas condiciones que se van a 
tratar hoy los bienes de origen mexicano. 


Sin perjuicio de que el Uruguay hoy pueda ser objeto de reclamos por parte de otros Estados en virtud de la 
aplicación de lo relativo a la nación más favorecida -cuestión que en materia de tratados internacionales es 
habitual-, lo que es cierto es que mirado desde la perspectiva de los consumidores sería muy bueno que 
diéramos a los uruguayos la posibilidad de acceder a estos bienes a un costo menor. Y no es menor el 
gravamen. Estamos hablando de que si bien esto ha sido modificado al 1* de julio, por disposición del Poder 
Ejecutivo, la comisión del Banco de la República, a junio de 2007 era del 2,5% y la tasa consular, un 2% del 
valor CIF de los bienes importados, y por un decreto del 29 de junio de 2007 se modificaron los precios. La 
comisión del Banco de la República quedó fijada en el 1% hasta el 31 de diciembre de 2007, la tasa consular 
en un 2% hasta junio de 2008, y en un 1% hasta diciembre de 2008. Quiere decir que hasta la fecha hay un 
gravamen del 3% a los bienes importados que no se establece para los que vienen de México, como les decía, 
y sí para los demás, inclusive para los del MERCOSUR, lo que resulta curioso. En la asociación de primer 
grado que tiene el Uruguay con la región estos gravámenes se aplican. Quiere decir que ese decreto del Poder 
Ejecutivo establece que las nuevas alícuotas van a regir a partir de determinada fecha, pero no establece que 
se van a derogar. Nuestro propósito es que se deroguen. 


Hay algún otro aspecto que es importante tener en cuenta, por ejemplo, están corriendo juicios contra el 
Estado por la aplicación de la comisión del Banco de la República. Algunos de esos juicios han tenido en la 
primera instancia judicial una satisfacción para los demandantes. Obviamente, esto tiene un camino judicial, 
pero creo que el Parlamento no debe estar alejado de esa realidad y del proceso que está llevando. Desde 
nuestra perspectiva, para beneficiar a los consumidores, a los industriales, para bajar los costos del país, es 
necesario que tanto la comisión que cobra el Banco de la República como la tasa consular sean derogados 
definitivamente, y lo que este proyecto propone es llegar a ese fin. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿A cuánto asciende la recaudación? 


SEÑOR TROBO.- La recaudación es el 3% de todas las importaciones. Seguramente sea un monto 
importante que están pagando los contribuyentes y los consumidores. A veces, cuando se pregunta 
sobre la recaudación, uno piensa en el fisco. A mí me preocupa mucho el fisco, pero en realidad esto no 
lo paga el fisco, lo pagamos nosotros. Es un impuesto que se nos pone a todos los consumidores y a los 
empresarios cuando compramos un insumo para nuestras empresas o cuando consumimos un bien, 
contribuyendo así al financiamiento del Estado. Pero el Estado tiene un tratamiento especial con estos 
tributos, al punto de que en la prensa de hoy encontramos una información que dice que ANCAP 
ahorrará US$ 2.500:000.000 por año por la derogación de la comisión del Banco de la República que 
fue dispuesta por el Poder Ejecutivo a las importaciones de petróleo del 0,25%. O sea, el Gobierno, la 
administración fiscal, está manejando estos tributos -en el caso de ANCAP, los ha llevado al 0%- a los 
efectos de disminuir los costos de la empresa monopólica, que obviamente esperamos se trasmitan a los 
costos de quienes consumimos sus productos. 


Lo que estamos procurando es que desde la perspectiva de los consumidores haya un menor costo para las 
familias, para las empresas y para las personas. 


Lamento no tener una información precisa a la pregunta del señor Diputado González Álvarez, pero basta 
con que consulte la página web del Banco Central para ver el volumen de las importaciones y así llegar al 
resultado. Deben ser aproximadamente US$ 30:000.000. 


SEÑORA CHARLONE.- Más allá del acuerdo o del desacuerdo con el tema de fondo, creo que en los 
dos proyectos se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Plantearía remitirlos en consulta al Poder 
Ejecutivo, a efectos de que nos dé la opinión e información de qué cifras estamos manejando. No 
tenemos potestad para aprobar esto. 


SEÑOR TROBO.- He venido a hacer una presentación del proyecto, no a discutirlo. Me gustaría 
mucho que la Comisión pusiera el interés que tiene que ponerle a cualquier iniciativa, ya que esta que 
está en el área de la economía de las personas y de las familias creo que tiene su importancia. No 
obstante, puede ser discutible la cuestión vinculada con la iniciativa privativa, porque aquí estamos 
hablando en un caso de una comisión por una intervención del Banco de la República que no existe. El 
origen que ha derivado... 


(Diálogos) 


——— Para dejar algún pensamiento al respecto, la comisión del Banco de la República no fue creada por una 
ley, es una intervención injustificada. Al día de hoy es la percepción de un gravamen que no puede ser 
considerado tasa porque no hay ninguna contraprestación, y tampoco puede ser considerado impuesto porque 
no fue fijado por ley. Obviamente, esto puede agraviar la recaudación tributaria o fiscal, pero eso no quiere 
decir que el Parlamento no deba pronunciarse sobre una medida que en todo caso es ilegal, porque se está 
cobrando algo que no se debe cobrar. Obviamente, si se quiere pedir la opinión del Poder Ejecutivo, está 
bien, pero también la asistencia técnica jurídica de tributaristas que puedan hacer un análisis de esta comisión 
del Banco de la República, que además, como veremos, está bajando por disposición del Poder Ejecutivo, 
parece ser sin perjuicio de la recaudación de dicha entidad. Ese es un aspecto que me parece importante. 


Respecto de la tasa consular, está totalmente desnaturalizada, porque siendo una tasa no hay una 
contraprestación. Es decir, no existe un procedimiento de ningún funcionario o de ninguna entidad pública 
que justifique la percepción de la tasa consular. Por cierto que mucho menos se puede demostrar que lo que el 


Estado hace condice con el precio, porque este está vinculado con el monto de lo que se importa y no con la 
intervención que realiza el Estado. Entonces, en cualquiera de los dos casos, al menos cuestionamos el tema 
de la iniciativa privativa y creemos que es legítimo que el Parlamento analice la derogación de estos dos 
gravámenes, uno denominado comisión, que no fue creado por ley, y el otro denominado tasa, que no tiene 
una contraprestación. 


Reiteramos lo del principio: nos parece que es muy importante para los consumidores tener un acceso más 
barato a los precios de bienes que consumen porque, además, a partir de la aprobación de las Notas 
Reversales con México, estos aspectos se constituyen en una barrera arancelaria injustificada y porque 
además no tiene fundamento legal. 


Agradezco las preguntas, que me han permitido extenderme algo más sobre este aspecto. Haré llegar a la 
Comisión los elementos que nos apoyan que son, como he señalado, lo vinculado con el Tratado con México, 
con el último decreto del Poder Ejecutivo modificando la Tasa Consular y la comisión y la información que 
he dado sobre la disposición del Poder Ejecutivo de eliminar el 0,25% de la comisión del Banco de la 
República a las importaciones de petróleo. 


El tercer proyecto que presentamos ante la Comisión -que a su vez fue presentado en la Legislatura pasada y 
no fue analizado por la Cámara- tiene que ver, a juicio nuestro, con un grupo de personas que no fue 
considerado adecuadamente en ocasión de la aprobación de la Ley N* 17.613, que procuró mitigar los efectos 
de la grave crisis financiera de 2002. Todos los que participamos en la discusión legislativa y quienes 
estuvimos cerca de las decisiones que se tomaron en ese momento, tenemos claro que se actuó bajo una 
presión muy fuerte, por el momento económico y político que vivía el país. La presión no alejó la prudencia 
con la que se fueron construyendo los instrumentos legislativos que permitieron acometer la situación y 
empezar a mitigar el impacto que la crisis había tenido. Seguramente, con el paso del tiempo se verá que la 
Ley N? 17.613 fue un instrumento muy inteligente, muy valioso, que permitió ir resolviendo distintos 
aspectos de la crisis. Uno de ellos fue el que tenía que ver básicamente con el patrimonio de los ahorristas, de 
las personas que habían confiado en el sistema financiero, y el otro fue el relativo a la forma de liquidación 
de entidades financieras, que tuvo que ver también con un capítulo interesante que se refiere a la situación 
laboral de muchas personas que vivían de su salario, porque trabajaban en el sistema financiero. Creo que esa 
ley tuvo muchas virtudes, a pesar de que fue votada a un ritmo endemoniado. Es muy difícil legislar sobre 
una realidad que muta permanentemente y que afecta en forma tan brutal a la sociedad, como la crisis de 
2002. 


Se encontraron muchas soluciones; se fueron encaminando muchos problemas. Yo diría que hoy quedan 
identificados algunos problemas que se podrían corregir con el mismo espíritu y la misma visión que tuvo en 
su momento la Ley N* 17.613. Este proyecto se dedica a ese capítulo. 


Por el artículo 27 de la Ley_N* 17.613, los titulares de las cuentas corrientes y de las cajas de ahorro de los 
Bancos Comercial, de Montevideo y La Caja Obrera -hubo un tratamiento especial para el Banco de la 
República y obviamente el resto del sistema financiero privado respondió sin más trámite por los ahorros que 
había en sus administraciones- recibieron la totalidad de los fondos en una sola vez y sin restricción alguna 
hasta los primeros US$ 100.000. Los titulares de depósito a plazo fijo por los primeros US$ 100.000 fueron 
incluidos en el negocio del Nuevo Banco Comercial, según un mecanismo de pago que se incluyó en la 
fórmula que esa nueva entidad presentó para comenzar sus negocios, y están viendo satisfechas la totalidad 
de esa suma. El excedente que tenían depositados en las entidades financieras que mencioné es una cuota 
parte del resultado de la liquidación de esas entidades. Pero los Bancos de Montevideo y Comercial tenían 
como activo para utilizar en su negocio bancario no solamente depósitos a plazo fijo, o eventualmente 
depósitos en cuenta corriente o a la vista, sino que también tenían, mediante el mecanismo de la emisión de 
Bonos, un volumen importante de capital que era utilizado para el negocio bancario. Esos títulos, 
denominados Eurobonos, eran a un plazo largo, con una tasa de interés determinada y que al banco le servían 
como instrumento para capitalizarse y desarrollar su negocio de colocación de dinero. Esos bonistas, que son 
acreedores simples, de la misma naturaleza que los acreedores titulares de cuenta corriente, caja de ahorro o 
depositantes a plazo fijo, solo pueden cobrar el resultado de la recuperación que haya en la administración de 
las carteras del banco, pero bajo ningún concepto han sido tenidos en cuenta en forma análoga que aquellos 
ahorristas o depositantes a plazo fijo de los bancos. Desde el punto de vista jurídico hay visiones que 
establecen la analogía que hay entre los dos tipos de depositantes, ya sea los bonistas o los depositantes en 
cuentas del banco. Sin embargo, no se les ha reconocido hasta el día de hoy la posibilidad de recuperar, al 


menos por la misma vía o por una análoga por la que han recuperado los otros ahorristas, una parte de sus 
inversiones. 


¿A qué público se refiere esto? ¿Se conoce ese público? Se refiere a un público que se estima que está en el 
entorno de las 2.500 personas. La nómina de esas personas, de los titulares de esos documentos, está en el 
Banco Central del Uruguay, porque en 2003 dispuso, por una resolución, la presentación de quienes eran los 
tenedores de esos títulos a los efectos de identificar a los acreedores para el fondo de liquidación. De ese 
modo se puede identificar especificamente quiénes son las personas y los montos que tienen. Podemos decir, 
para información de la Comisión, que estamos hablando de ahorristas, de eurobonistas, que tienen ahorros 
que en algunos casos llegan o superan los US$ 100.000, pero en su gran mayoría -de esas 2.300 o 2.500 
personas- andan por debajo de los US$ 100.000, y alcanzan cifras como US$ 8.000, US$ 10.000, US$ 
12.000, US$ 15.000, US$ 20.000, US$ 50.000 o US$ 55.000. Son cifras muy variadas que en algunos casos 
suponen el único ahorro de esas personas. 


¿Qué es lo que el proyecto pretende? En primer lugar, pretende un tratamiento análogo para los bonistas del 
Banco Comercial y del Banco de Montevideo con el de los ahorristas y cuenta correntistas de esos bancos. 
Lo que planteamos en el proyecto es que el Estado entregue documentos de crédito en unidades indexadas, 
con un vencimiento no inferior a quince años, que la tasa de interés efectiva anual no sea inferior al 4% sobre 
saldos, que puedan ser abonados semestralmente, que la cancelación sea por el importe de las obligaciones 
negociables que no se cubra por los certificados de depósito que emite el Nuevo Banco Comercial Sociedad 
Anónima por la adquisición de la cartera de los bancos liquidados, y que opere sobre los primeros US$ 
100.000 depositados por titular de cada una de las instituciones liquidadas; obviamente, por los créditos 
superiores o por el saldo superior, que se esté al resultado del fondo de recuperación del patrimonio bancario, 
que es lo que está ocurriendo con la totalidad del crédito que tienen estas personas. Si hoy un ahorrista tiene 
US$ 80.000 en títulos de estas dos entidades financieras liquidadas, está incluido dentro de los cuotapartistas 
de la recuperación. Sin embargo, si operara una ley de las características de la que presentamos, podrían 
entregársele títulos por ese monto. Esto permitiría que esa persona pudiera disponer de ellos en el mercado 
para hacerse de la liquidez que perdió en el año 2002 y respecto de la cual hasta el día de hoy prácticamente 
no ha tenido ninguna noticia, sobre todo teniendo en cuenta los porcentajes de recuperación que han tenido 
los fondos de liquidación. 


También se incluye la posibilidad de que los bonistas -en caso de que se lleve a la práctica el mecanismo que 
propone este proyecto- cancelen las deudas con los Fondos que puedan tener con alguna de estas 
instituciones. Por ejemplo, puede ocurrir que una persona tenga obligaciones negociables del ex Banco 
Comercial y, a su vez, le deba al Fondo de Recuperación del Nuevo Banco Comercial; lo mismo puede 
ocurrir con el Banco de Montevideo. Por lo tanto, la persona no tiene plata para pagar y no le pueden cobrar. 
Entonces, en ciertos casos, la compensación permitiría limpiar la cancha, tal como sucedió en los últimos 
años con relación a la compensación de créditos. 


Por otra parte, muchos de estos bonistas hoy tienen juicios contra las instituciones propietarias o madre de los 
bancos liquidados. Esta iniciativa supone que la parte de esos juicios que corresponde a lo que el Estado 
entregue en títulos se subrogue para que el derecho a la finalización del juicio lo tenga el Estado y no los 
bonistas. Se trata de que renuncien, como corresponde, al juicio que están realizando por el monto por el que 
le sean emitidos los certificados. 


Obviamente, también tenemos el cuidado de que este proyecto de ley bajo ningún concepto ampare a 
entidades, sociedades o personas tenedoras de estos documentos que pudieran estar vinculadas con la 
operativa de las entidades financieras que fueron liquidadas. Al igual que lo hizo la Ley N* 17.613, con esta 
medida tratamos de evitar las operaciones fraudulentas. Reitero que el Banco Central del Uruguay, por 
Resolución N* 721, de 29 de octubre del año 2003, dispuso la creación de un registro de tenedores de 
obligaciones negociables de los Bancos Comercial y de Montevideo, en el que figuran los nombres y los 
montos correspondientes. 


Nos parece que esta es una medida justa, adecuada, que alinea la consideración para con estas personas que 
confiaron en el sistema financiero del mismo modo que lo hicieron los ahorristas. Estas personas confiaron a 
través de un documento, de un título que emitía esa entidad financiera para recoger recursos y colocarlos en 
el mercado financiero. En definitiva, el fin era el mismo que tiene un individuo que pone su dinero a plazo 
fijo en una entidad financiera contra el compromiso del pago de cierto interés en un plazo determinado. En 


este caso estamos hablando de plazos más largos y de la posibilidad de que a través de esos fondos los 
Bancos puedan operar en el sistema de crédito. 


No tengo más nada que agregar sobre este proyecto. Me parece que sería muy importante que la Comisión lo 
analizara, al igual que las otras dos iniciativas, ya que todas tiene sus particularidades. Agradecería que nos 
avisaran en caso de que la Comisión lleve adelante actuaciones al respecto, a fin de estar presentes, hacer las 
preguntas que corresponda y ayudar a la redacción definitiva del texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del señor Diputado Trobo. 


(Se retira de Sala el señor Representante Trobo) 
(Ingresan a Sala integrantes del Directorio de la Administración Nacional de Telecomunicaciones) 


——- La Comisión da la bienvenida a la Presidenta de ANTEL, ingeniera María Simon, y a su 
Vicepresidente, señor Edgard Carvalho. 


El Directorio hará una presentación relativa al proyecto titulado "Aplicación de Recargos por Mora", que está 
a consideración de esta Comisión. 


SEÑORA SIMON.- Nos pareció adecuado hacer una presentación relativa a cómo se trata en ANTEL 
la morosidad y la incidencia que tiene. 


Sin lugar a dudas, ANTEL -y cualquier empresa- desea que no haya morosidad; le es mucho mejor negocio 
disminuir en todo lo posible la morosidad. No quiere cobrar por concepto de morosidad, sino todo lo 
contrario. Preferiría no tener que cobrar por concepto de morosidad y que los servicios se pagaran en fecha. 
También se ha hecho un esfuerzo importante en disminuir las tarifas. Por el hecho de que las tarifas se han 
mantenido fijas, en pesos, desde mediados de 2005, se ha rebajado prácticamente un 8% en valor real, es 
decir, teniendo en cuenta el IPC. Ese es el escenario más importante para dar, más allá de valores. 


El informe que vamos a presentar trata de reflejar la realidad objetivamente. Los temas que vamos a tratar 
son el régimen de multas y recargos -es decir, informar cuál es el régimen que tiene en este momento 
ANTEL-, qué restricciones se aplican a los servicios cuando hay falta de pago, qué evolución hay, qué 
cuantía y qué incidencia tiene la morosidad, las facilidades de pago y de selección de fechas de vencimiento 
y, en particular, algunos datos importantes de la deuda del sector público, que es uno de los factores que 
inciden en la morosidad. 


¿Cuál es el régimen de multas y recargos que aplica ANTEL en este momento? Es un régimen que ve la 
multa fundamentalmente como una sanción. La primera factura adeudada genera un 5% de multa como única 
sanción, hasta el vencimiento de la factura siguiente. Si la segunda factura tampoco fuera abonada en fecha, 
se calculan las sanciones por mora, aplicando un 5% adicional sobre el primer importe adeudado; es decir 
que la factura que no se paga en dos meses, sube un 5%, y otro 5% sobre los cargos de la segunda factura. 
Los recargos se cobran sobre el total de la deuda, a partir del vencimiento de la segunda factura, y tienen una 
tasa del 0,9% mensual, que es capitalizable mensualmente. Hemos estado comparando esto con otras 
empresas públicas, y las cantidades son bastante similares. Se podrían unificar, pero más o menos tienen una 
razonable coherencia. La multa tiene un sentido de sanción para desestimular la morosidad y la parte de 
recargos es bastante baja. 


El marco legal que se aplica es el que está detallado en la diapositiva. Tiene una serie de decretos y de 
artículos del Código Tributario y algunas resoluciones del Directorio; todas ellas son anteriores al actual 
Directorio. 


¿Cuál es la cuantía? Hay que aclarar que 2007 no tiene demasiado valor porque solo figura el primer 
semestre. En una de las columnas que aparece en la diapositiva se hace una comparación porcentual con los 
ingresos operativos, ya que el problema de un semestre se diluye porque se divide entre los ingresos 
operativos del semestre, que es lo mismo que si fuera un año completo. Se observa que a partir de 2002 o 
2003 hay una disminución bastante importante, que va del 2% al 1,5% en el total de multas y recargos; la 
mayor parte son multas. 


¿Cuáles son las restricciones que se imponen a los servicios? ¿Qué pasa cuando alguien no paga por un 
servicio? En definitiva, algo tiene que pasar porque, de lo contrario, los que pagan también están pagando por 
el que no lo hace. Es como el consumo, por ejemplo, de electricidad o de agua. Tal vez en el caso de la 
comunicación esto se vea en forma menos evidente, pero es lo mismo. 


En telefonía fija y ADSL, a la primera factura impaga no pasa nada; a la segunda, hay un bloqueo del tráfico 
saliente, es decir, la persona sigue recibiendo llamadas, pero no puede iniciarlas, salvo usando una tarjeta 
prepaga; siempre puede comprar una tarjeta prepaga y hacer llamadas. A la tercera, hay un bloqueo total, pero 
el servicio todavía se mantiene durante seis meses. Luego, si no hay pago ni convenio, se encara la supresión 
definitiva; sobre los convenios hablaremos después. 


En la otra columna figura lo que pasa con ANCEL. Esto vale para ANCEL en los servicios de tipo 
contractual, ya que, obviamente, no tiene ningún sentido aplicarlo si se usa tarjeta, si se tiene servicio 
prepago. Ahí no se puede generar morosidad, por lo cual este problema incide bastante menos. Además, un 
80% de los servicios corresponde a tarjetas prepagas, cosa que ocurre en casi todos los países. 


Esta gráfica muestra la evolución de la morosidad, la cantidad promedio mensual de morosos. La cantidad de 
bloqueos salientes es mucho mayor que la de bloqueos entrantes, que representa a los que llegan con 
morosidad al segundo mes; mucho menor aún es la cantidad de cancelaciones del servicio, y va 
disminuyendo con el tiempo. Porcentualmente, con respecto a la cantidad total de clientes -me gusta más lo 
comparativo que lo absoluto-, las cancelaciones del servicio no llegan al 0,5% de los clientes, y el bloqueo de 
llamadas salientes llega al 3%. 


Esto es análogo a la telefonía móvil contractual, que anda en valores similares, inclusive un poquito más 
bajos. 


Pasamos ahora a considerar cuánto es la morosidad y cómo ha evolucionado. En primer lugar, es necesario 
definir morosidad. Moroso es el que no paga en fecha. Como ya vimos, en el caso de la telefonía fija se 
puede ser moroso durante un mes y no sufrir ninguna restricción. La morosidad se calcula a partir del 
porcentaje de los montos facturados a los clientes particulares que pagan después del vencimiento. Se calcula 
como 1 menos ese cociente resultante entre los que pagan tarde y los que pagan en fecha. Esta es una 
definición convencional. 


Como podrán apreciar, en forma porcentual la morosidad ha ido bajando en forma importante. La morosidad 
que se muestra en esta gráfica no está basada en la cantidad de clientes sino en la cantidad de dinero; esas dos 
variables pueden no medir lo mismo e, inclusive, ser bastante distintas. 


Es necesario aclarar que se dan facilidades de pago importantes sobre la base de pautas generales. 
Normalmente se trata de convenios de pago para los clientes que están atrasados. Esos convenios de pago, ya 
delegados a la sección que se encarga de la atención al cliente, pueden manejar plazos de dos a veinte meses - 
lo usual es entre ocho y diez, según el monto de la deuda- y excepcionalmente, con autorización del 
Directorio, llegar a plazos más largos. Recuerdo uno en particular que se hizo a cuarenta y ocho meses, 
teniendo en cuenta que la actividad productiva generadora de empleo necesitaba la comunicación; no haberlo 
hecho hubiese sido como decretar el cierre de la actividad productiva. Esto ya se ha delegado a la sección de 
atención al cliente. 


Para otorgar facilidades de pago se tiene en cuenta, como en cualquier empresa, la antigiedad del cliente - 
todos creemos que hay que premiar la fidelidad-, el comportamiento de pago que ha tenido últimamente, si 
otras veces ha recibido facilidades de pago, el tipo de consumo -hay clientes que tienen una predominancia 
altísima de llamadas de larga distancia internacional; a veces son locutorios encubiertos- y las restricciones 
que se aplican junto con el convenio. A veces las personas quieren que se les aplique restricciones para estar 
seguras de poder saldar su deuda, y prefieren tener bloqueo saliente por no poder controlar el total de 
comunicaciones que se inician. Como suele decirse, las telecomunicaciones muchas veces las paga aquel que 
no las consume. Entonces, a veces las restricciones son pedidas por la persona que tiene el servicio a su 
nombre, y se manejan con cierta flexibilidad. 


En la diapositiva que se está proyectando vemos la cantidad promedio mensual de conformes -acá no influye 
el hecho de que haya transcurrido un solo semestre, porque estamos hablando de promedio mensual- y se 
nota que hay una disminución discreta, en un número que tampoco es enorme al lado de la base de clientes. 


La base de clientes es de un millón en telefonía fija y de un poco más de un millón en telefonía móvil, y 
estamos hablando de 7.000 u 8.000 conformes. Este es el promedio mensual de conformes respecto a la 
cantidad de clientes. Como ven, no llega al 1%. 


También existe la posibilidad de elegir la fecha de vencimiento de la factura. Esto es importante, sobre todo 
para ciertos colectivos -por ejemplo es importantísimo para los jubilados-, pero se concede con generalidad. 
ANTEL establece un vencimiento de facturas por defecto, que es su ciclo normal de facturación, y no le 
conviene que muchos clientes se salgan de ese ciclo porque se vería obligada a desarrollar una mayor tarea en 
la distribución de facturas. Esta facilidad la da y no la cobra. Se puede elegir la modificación del vencimiento 
o la fijación del vencimiento al momento de contratar un nuevo servicio. Hay tres ciclos de pago que son del 
1 al 10, del 10 al 20 o del 20 al 30 de cada mes. En este momento, en julio, hay unas cuarenta mil cuentas con 
vencimiento seleccionado explícitamente por los clientes. Como dije, esto lo tenemos que manejar con cierta 
parquedad por la distribución de facturas. 


Por último, voy a dar datos del sector público que son interesantes porque la deuda no era menor y disminuyó 
mucho. La imagen que estamos mostrando demuestra la evolución de saldos del sector público durante 2007, 
pero interesan más los valores por año. A lo largo del año, los sectores tienen distintos períodos de 
otorgamiento de fondos. En los años 2005, 2006 y 2007 hubo una disminución muy importante de la deuda. 
En 2005 fue de 0,82%, en 2006, de 0,55% y en 2007, de 0,31%. Hay que decir que en ese 0,31% muchas 
veces se considera la producción del mes en curso. La mayor parte de los organismos públicos solo tiene 
pendiente el mes en curso. Desgraciadamente aquí no se incluyeron los datos anteriores -estas cifras fueron 
relevados con cierta urgencia-, pero es importante tener en cuenta que hubo momentos en que la deuda del 
sector público fue muy pesada; nosotros no estábamos en el Directorio pero esa era una preocupación muy 
grande para ANTEL. En este momento ha disminuido tanto por el lado de los Ministerios, como del Poder 
Legislativo -con el que sobre finales del año pasado hicimos un convenio de pago que dejó la situación 
limpia y clara; había una deuda importante- como por el de las Intendencias, que era otra preocupación muy 
grande. 


Con las Intendencias hemos hecho convenios por los que a partir de su firma se empieza a pagar la deuda 
anterior con un mínimo mensual. También se admite que las Intendencias brinden determinados servicios a 
ANTEL. Se trata de servicios que las Intendencias pueden dar y que a ANTEL le conviene que den. Por 
ejemplo, las obras civiles de zanjado. Las Intendencias tienen máquinas de tipo vial y pueden hacer trabajos 
muy útiles para ANTEL. También está la posibilidad de otorgar espacios para poner centros de atención al 
público. Esto tiene un beneficio mutuo porque a las Intendencias muchas veces también les conviene. 
Inclusive, pueden ser espacios públicos para colocar publicidad y difusión. Todas estas vías se están usando y 
a través de ellas se están levantando las deudas de prácticamente todas las Intendencias, algunas de las cuales 
tenían deudas importantes. 


En esta imagen se muestra cómo se distribuye el ingreso por canales de cobranza: el 62% se recauda por 
Abitab y Red Pagos -es una parte muy importante-, el 11% a través de los Bancos y el 20%, 
aproximadamente, en forma directa en las cajas de ANTEL. 


Nada más. Muchas gracias por al atención. 


SEÑOR ASTI.- Hoy se hablaba de la posibilidad de fijar la fecha de vencimiento -esta es una pregunta 
similar a la que se hizo cuando los integrantes de UTE realizaron su presentación- y, si no entendí mal, 
eso implicaría ampliar el ciclo comercial porque la medición del servicio seguiría en el mismo período. 
Quisiera saber si se amplía la cantidad de días que hay entre el cierre de los cómputos y la fecha de 


pago. 
SEÑORA SIMON.- Así es; se amplía el ciclo comercial, pero no cambia la fecha de medición. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Dada la situación actual de muy baja inflación -la pauta para este 
año estaba en un máximo de 6,5%-, ¿no resulta un poco alta la suma de la multa y el recargo? Si el 
recargo es de 0,9% capitalizable, seguramente el porcentaje sea un 14%, aproximadamente -aquí no 
tengo instrumentos para sacar las cuentas-, lo que quiere decir que a una persona que se atrase 30 días 
se le cobrará el 25% anual. 


(Diálogos) 


——— Además, viendo que las facilidades de pago que da ANTEL es de 0,8% mensual, y teniendo en cuenta 
la coyuntura económica actual, nosotros creemos que podría darse -no sé si ANTEL lo tiene pensado- una 
rebaja de ese recargo y de esa multa. No sabemos por qué siguen manteniendo el instrumento de la multa; 
una cosa es mantener cierto recargo, una tasa de interés por el atraso -es aceptable-, pero no la multa que, 
reitero, no sabemos por qué se sigue manteniendo. Quisiéramos saber si ANTEL piensa modificar eso, de lo 
contrario, continuaremos con la redacción del proyecto de ley. 


SEÑOR CARVALHO.- El proyecto está a estudio en nuestros departamentos técnicos; concretamente, 
ahora está en Asesoría Letrada y en la División Económica Financiera, de tal modo que no hemos 
venido a dar una opinión definitiva sino a ponernos a disposición de la Comisión para ilustrarla sobre 
los aspectos que entienda pertinentes. 


De todas maneras, sí puedo contestar respecto a los fundamentos de la imposición de la multa en su momento 
que, fundamentalmente, apuntaban a desestimular la morosidad. Como los señores Diputados pueden 
advertir, ese no es un factor importante en los ingresos de la empresa -creo que no es el caso de ninguna 
empresa pública-, pero sí puede ser muy importante como factor de desestímulo de una conducta morosa 
sistemática por parte del cliente. 


Sabemos que con la disposición de esta multa -que grava a las personas que se atrasan en porcentajes 
relativamente importantes en su obligación con la empresa- la morosidad está en los términos que se han 
informado. 


La eliminación de la multa -en estos momentos no podemos contestar, pero sí hacer la presunción- tendría un 
impacto sobre el nivel de morosidad; estamos analizando cuál sería, pero sin duda lo tendría, porque al no 
gravar estaría fomentando la conducta que objetivamente es favorable al cliente, que es postergar el pago de 
sus obligaciones, y que altera el ciclo comercial de la empresa. Eso sí podría representar un inconveniente 
mayor que el de la morosidad en los niveles en que se encuentra actualmente. 


Con seguridad, ese haya sido el fundamento por el cual en su momento se impuso la multa. Reitero que 
estamos analizando esos fundamentos en virtud del pronunciamiento que se nos pide a través de proyecto de 
ley, que emitiremos en su momento. Estamos analizando el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes manejan una serie de mecanismos que permiten eliminar algunas 
dificultades que hacen que mucha gente ingrese en una situación de morosidad, por ejemplo, cuando 
una cobra después de la fecha de vencimiento de la factura. Creo que este es el caso más claro. 


Si bien es claro que hay un ciclo y que su alteración constituye una dificultad para la distribución de las 
facturas, uno tiene la impresión de que los mecanismos disponibles para facilitar el pago tal vez no sean 
demasiado conocidos. Además, la semana pasada el Directorio de UTE nos decía que utilizan un mecanismo 
de comunicación directa con el cliente enviando cartas y poniéndolo en conocimiento de diversas 
posibilidades para no caer en esa situación, y cuáles son las alternativas en caso de que caiga en ella. Esto les 
ha permitido tener una idea del perfil del cliente. 


La ingeniera Simon recién decía que quien consume el servicio no es el titular de la cuenta, y me imagino 
que uno de los casos más habituales es el de quienes tenemos hijos adolescentes, pues conocemos la gran 
dificultad que esto genera. 


Es notorio que hay una disminución significativa de la morosidad y que hay mecanismos, que tal vez no sean 
muy conocidos pero existen, por lo que quisiera saber cómo trabajan ese tema y cuál es el perfil del cliente 
que se atrasa en este asunto. 


SEÑORA SIMON.- Elegir la fecha de pago es una posibilidad que existe y ANTEL no lo cobra aparte. 
No le ha dado una difusión masivo por los costos, por un lado, comerciales, porque tiene un ciclo 
comercial y, por otro, operativos, por el reparto de las facturas, en particular, las que están fuera de 
fecha. Casi todas las facturas -por no decir todas- se envían por correo. Pensamos evolucionar más en 


el sentido de enviarlas por correo, respetando las fuentes de trabajo de los actuales distribuidores. En 
ese sentido operativo, tendremos mayor flexibilidad. 


De todas formas, el mecanismo existe y sí se toma contacto con el cliente, no solo por carta sino también por 
teléfono, a través del "call center"; hay que decir que este es uno de los mecanismos que tiene más éxito en la 
recuperación de la morosidad. Por ejemplo, el contrato de estudios jurídicos que se ha hecho y se sigue 
haciendo tiene un éxito bastante menor. El principal es el contacto directo de la empresa con el cliente que, 
reitero, se hace tanto por escrito como de palabra, informándole sobre la posibilidad de hacer un convenio 
para no incurrir en una morosidad cada vez más grave, porque este es un problema que se agranda, tipo bola 
de nieve. Es conveniente informar, y eso sí se hace. El perfil es variado. Hay un grupo de bajos ingresos, que 
se atrasa, y grupos de defraudadores. Con respecto a estos últimos, tenemos un servicio de detección de 
fraude que está funcionando las veinticuatro horas, los siete días de la semana. Se contratan líneas por 
quienes aparentemente son particulares, hacen funcionar un locutorio y empiezan a consumir llamadas 
internacionales. Con un solo fin de semana que puedan hacer funcionar el locutorio, pueden generar una 
deuda muy importante y es muy difícil recuperar esos montos. 


Además, de toda esa comunicación y de la atención al moroso -que uno piensa, por antonomasia, que es el 
que no pudo pagar la cuenta-, está el control de fraudes. Inclusive, hay congresos internacionales sobre 
control de fraudes en telefonía porque en poco tiempo se puede ganar mucho dinero. Eso está telecontrolado 
por ANTEL mediante la detección de consumos anómalos. Es como examinar una enorme cantidad de datos 
y determinar alguna anomalía. A veces se le avisa al cliente y eso también sirve. Por poner un ejemplo típico, 
cuando un hijo empieza a hacer llamadas, se puede detectar por ese sistema y avisar al cliente. A veces es 
normal que opere ese cambio porque, por ejemplo, hay algún familiar de viaje. Todo eso se hace. 


En cuanto a la multa -como dijo el doctor Carvalho-, el proyecto está a estudio. Es importante recalcar el 
efecto disuasorio. Tiene que ser preferible pagar la factura de los servicios públicos antes que otras cosas. Es 
decir que siempre hay que compararlo con las moras que se generan por otros motivos porque, en definitiva, 
ese atraso se termina distribuyéndose entre otros consumidores. Entonces, es una conducta a desestimular 
fuertemente. Hay que tratar de anticipar qué pasaría si las condiciones cambiaran, cosa que no es fácil. 


SEÑOR ASTLI.- Acabo de pedir a la Secretaría que por favor nos acerque el proyecto de ley de usura, 
que ha sido aprobado por ambas Cámaras y que precisa la confirmación del Senado porque en este 
Cuerpo le introdujimos algún cambio. 


En ese proyecto se especifican todos los temas vinculados a los cobros en cuanto a la mora e, inclusive, en el 
artículo 19, se establece lo relativo a los recargos. 


La pregunta es si ustedes entienden que este proyecto de ley -una vez que se sancione- incluye a los servicios 
públicos. Adelanto mi opinión contraria en el sentido de que no los incluye, pero al tener acá no solo al 
Directorio de ANTEL sino también al doctor Carvalho en particular, quería que se hiciera esa precisión sobre 
el tema. 


SEÑOR CARVALHO.- Lamento no poder contestar su pregunta, señor Diputado Asti porque la 
verdad es que no he tenido tiempo de analizar el contenido de esta iniciativa, que todavía no ha 
entrado en vigor. Sin embargo, si tuviéramos el texto a la vista, podríamos mirarlo rápidamente ya que 
supongo que su órbita de aplicación está definida en los primeros artículos. 


SEÑOR ASTI.- Precisamente, en el artículo 1* se establece qué se considera operación de crédito y se 
determina que es aquella en la cual se compromete la entrega de un bien o servicio, en este caso, y cuyo 
pago no coincide con la entrega. 


Entiendo que este no es el caso de ANTEL porque si bien se difiere el momento del pago con relación al 
servicio, eso no implica el financiamiento de ese pago sino que tiene que ver con el ciclo comercial para 
cobrarlo. 


SEÑOR CARVALHO.- En principio, me inclinaría a dar la razón a la interpretación que usted hace. 
Me parece muy difícil asimilar la contraprestación de un servicio público con una operación de crédito. 


Supongo que en la propuesta se está hablando de una cosa distinta, pero es algo que hay que analizar, 
para empezar, conociendo su texto concreto, si es que va a ser promulgada. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Ya el doctor Carvalho dijo que tienen el proyecto a estudio. 
Entonces, quisiera comprometer una nueva presencia del Directorio en el momento que tenga una 
opinión sobre dicha iniciativa. 


Agradezco mucho la información que nos han traído -es importante para ilustrarnos-, pero cuando tenemos a 
consideración un proyecto de ley, nuestra principal intención es consultar a quienes van a ser beneficiados, 
perjudicados o tendrán una actuación neutral con respecto a él. Como no se tiene una opinión sobre esta 
iniciativa, debemos fijar una nueva fecha, que la Presidencia coordinará con el Directorio en el momento en 
que sí la tenga y lo recibiremos con mucho gusto. Así podremos analizar los pormenores relativos a nuestra 
intención de eliminar tasas y bajar los recargos. 


SEÑORA CHARLONE.- Más allá del planteo que realizaba el señor Diputado González Álvarez, 
nosotros compartimos la necesidad de la existencia de las multas y los recargos que estén más o menos 
alineados para que, frente a dificultades de pago, no se opte por financiarse en función del no pago de 
los servicios públicos. Sin embargo, mirando el proyecto de ley y las tasas que se están manejando - 
estábamos leyendo las tasas con el señor Diputado Asti-, vemos que en el proyecto se habla de un 
interés moratorio que no superará el 10% de la tasa media de mercado publicada por el Banco Central 
del Uruguay para operaciones corrientes de crédito bancario concertadas sin cláusula de reajuste para 
plazos menores de un año. Así es que estamos hablando de una tasa de alrededor del 32% anual. 
Además, a esto hay que agregar un incremento del 10%. Entonces, concluimos en que las cifras que 
nos está dando el Directorio de ANTEL con respecto a lo que se cobra por multas y recargos, están 
muy por debajo de lo que se está manejando en este proyecto de ley. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


——— Quería dejar constancia de que las cifras que figuran aquí están muy por encima, y si nosotros 
aplicáramos esto estaríamos subiendo las multas y recargos que está cobrando ANTEL en este momento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Pero eso hay que cambiarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, el proyecto dice lo que dice. O sea que si tiene ese impacto será 
porque ese es su objetivo. 


(Diálogos) 


SEÑOR POSADA.- Sobre el punto que se planteaba recién, quiero decir que depende del atraso, 
porque si se está aplicando el 5% por un día de atraso, con respecto al régimen de recargos -en 
realidad se elimina la multa y se establece un régimen de recargos- no se verifica exactamente la 
afirmación que hacía la Diputada. O sea que, reitero, depende del atraso. 


Sobre ese punto, en particular, recayó una de las críticas que en su momento hicimos al proyecto y que 
planteamos al señor Diputado Lacalle Pou, por cuanto entendíamos que el principal poder que tienen las 
empresas del Estado es el de suspender el servicio. 


La primera pregunta es si el régimen de multas y recargos es exactamente el mismo en el caso de la telefonía 
móvil y en el de la fija. 


La segunda pregunta es qué evaluación hacen del régimen aplicable en materia de telefonía móvil. Como 
vimos en la presentación que hacía la ingeniera Simon, hay una diferencia en el sentido de que cuando no hay 
pago de la factura se establece el bloqueo de llamadas. En el otro caso eso recién sucede a los sesenta días y 
la cancelación definitiva del servicio recién se da a los seis meses; creo que era eso lo que estaba establecido 
en la presentación. Lo que planteo en la pregunta es una evaluación de uno y otro sistema, es decir, 
comparativamente qué valoración hace. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Es posible que además, dentro de esa suerte de sanción que se aplica por el 
atraso en el pago de uno de los servicios, se bloqueen también otros servicios que están a nombre de la 
misma persona, aunque estos estén al día? ¿La caída en morosidad de uno de los servicios hace caer a 
todos los servicios? Es parte de la pregunta para la evaluación. 


SEÑORA SIMON.- Respecto a la comparación entre la telefonía fija y la móvil, las multas y los 
recargos que se aplican son iguales. Lo que es distinto son los plazos de bloqueo, lo que efectivamente 
ya regía desde directorios anteriores. Es decir, todo el servicio que presta ANTEL puede calificarse de 
menos esencial respecto por ejemplo al agua potable o a la electricidad, pero a su vez se califica como 
más esencial el de telefonía fija que es para la familia o la empresa que el de telefonía móvil, que es un 
servicio a la persona. Esto, naturalmente puede variar mucho según los casos personales, pero es así 
como una afirmación muy genérica. Decía que lo que es distinto son los plazos de bloqueo o las 
medidas que se toman sobre el cliente moroso. 


Respecto a la telefonía móvil -disculpen que lo reitere-, se aplica aproximadamente al 20% de los clientes 
móviles porque solo tiene sentido en los contractuales, puesto que el servicio ya se dio, se está cobrando a 
posteriori y eso es lo análogo. En el caso de teléfonos con tarjeta, como se paga antes, la morosidad no existe 
por definición. Esto se puede trasladar a la telefonía fija porque también se pueden usar tarjetas prepagas. 
Hay algunos servicios que se brindan de esa manera, por ejemplo, a organizaciones especiales que piden 
tener entrante y manejar su saliente con tarjetas, dándolas por ejemplo a cada funcionario que trabaja ahí para 
mantenerlo controlado. Así lo manejan y es una manera de manejar un servicio fijo que puede ser muy 
conveniente para determinado tipo de organizaciones. 


(Diálogos) 


——- Supongo que habrá gente que lo hace -no conozco íntimamente a la gente-, pero sé de organizaciones, 
por ejemplo de escuelas públicas que tienen régimen especial, que tienen más cómputos incluidos dentro de 
su tarifa básica -más que una familia-, pero lo que hacen es dar una tarjeta a las distintas personas que usan el 
teléfono y punto. Entonces, saben qué evolución puede tener. 


En el caso de la telefonía móvil, difícilmente haya fraude, con lo cual también la evolución es distinta, pero 
dado que las multas y los recargos son los mismos y las medidas no difieren demasiado, se ha tomado en 
cuenta la característica menos esencial del servicio y el comportamiento frente a la morosidad es menor en 
telefonía móvil. Hay que considerar que estamos fijando nuestra atención en los móviles contractuales, que 
tal vez no son los más representativos, porque generalmente las personas con menores ingresos eligen el 
móvil prepago, precisamente para no generar deuda. 


Respecto a la suspensión de todos los servicios, se hace con los que están en la misma línea, si además hay 
un servicio de ADSL también, porque su costo figura en la misma factura. En este momento, los servicios 
contractuales móviles están respaldados por un número fijo, en ese caso pueden recaer sanciones sobre un 
número fijo, pero no por morosidad en el servicio de telefonía fija se suspende el móvil, eso no es universal. 


Respecto a si el usuario posee varios servicios y se atrasa en uno, también se suspenden los demás. 
SEÑOR GANDINLI.- ¿Aunque todavía esté en fecha para pagar? 
SEÑORA SIMON.- Se considera que el cliente es moroso. 


SEÑORA COSTA.- ¿El costo de los cómputos a través de las tarjetas es el mismo que si se usara sin 
ella? 


SEÑORA SIMON.- El servicio a través de tarjeta tiene un costo mayor. Hay toda una infraestructura 
asociada, inclusive, la producción misma de la tarjeta. Es más caro hablar con tarjeta, así como 
también lo es comprar el champú en "sachet" que en frasco. Ese servicio tiene una infraestructura y 
una manera de facturación bastante complicadas. Aunque parezca fácil porque se compra la tarjeta y 
ya está, no lo es porque después durante las comunicaciones se requiere un control en tiempo real. 
Mientras que en el servicio contractual se trata como fijo, es decir, se consume, se lleva a la historia, se 


llega al final de ciclo de facturación, se pasa raya y se suma. En el otro hay que controlar las 
comunicaciones en tiempo real, porque tanto en el momento que se establecen como durante la 
comunicación se debe verificar si hay saldo. Entonces, el problema técnico es bastante más complicado 
y requiere una plataforma informática compleja, que interactúa con la infraestructura de 
telecomunicaciones, con la central, las radiobases o lo que sea. 


SEÑORA COSTA.- Manifiesto mi beneplácito por la medida adoptada por ANTEL de unificar la tarifa 
a nivel nacional como local. Para mí era un disparate que se considerara como local una comunicación 
hecha desde Colonia a Punta del Este y que una comunicación desde Montevideo a Florida fuera 
considerada como de larga distancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre este tema hubo un planteo previo. Hay una citación al Directorio de 
ANTEL para explicar este tema en la Comisión correspondiente, la de Industria, Energía y Minería. 
Por tanto, la temática se va a discutir en otro ámbito. 


SEÑORA COSTA.- Además, quería plantear otra cuestión y tiene que ver con la preocupación de la 
gente del interior por el funcionamiento pésimo que tienen los Ruralcel. Evidentemente, hay un 
problema de infraestructura, porque las centrales no dan abasto. En los lugares donde es más 
necesaria la comunicación por la distancia en donde se encuentra la gente, en el Uruguay profundo, 
por los problemas de carreteras, de ómnibus, etcétera, la verdad que poder salir con una llamada de un 
Ruralcel es un triunfo. Por lo general, se reciben llamadas pero salir es horrible. Quisiera saber qué 
hay previsto en ese sentido. 


SEÑORA SIMON.- Es una preocupación totalmente compartida por este Directorio. En este momento 
se está adquiriendo una nueva infraestructura para dar un servicio a zonas rurales más compatible 
con la tecnología GSM, que es la que usan los móviles, por lo tanto más barata. La tecnología actual en 
el campo está obsoleta. Se está cerrando la compra y después la reinstalación y sustitución es bastante 
trabajosa porque naturalmente hay que ir a lugares muy lejanos. Este Directorio se ha fijado como 
meta tenerla completa para fines de 2008, lo cual es difícil. 


Compartimos la preocupación, y en este momento estamos en una etapa, no solo de compra sino de 
contratación de algunas personas, generalmente egresados de UTU, para hacer este trabajo de instalación, 
porque también hay que contar con recursos humanos, ya que en todo el país hay aproximadamente treinta y 
siete mil clientes. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Si el Directorio de ANTEL está en condiciones de dar 
respuesta al tema de las tarifas, no estaría mal que lo hiciera aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted debería tener confianza en el Presidente, que ya hizo esa consulta y 
sabe que el Directorio de ANTEL prefiere responder en otra área. 


SEÑOR ASTI.- Teniendo en cuenta que este es un tema que fue discutido en la Comisión, simplemente 
voy a hacer un comentario con respecto a lo que acaba de mencionar la señora Diputada sobre el 
beneplácito de la eliminación de la tarifa de larga distancia nacional. Voy a atribuirlo a un tema que 
tratamos en esta Comisión, que fue la reforma tributaria. Pese a que no se ha destacado lo suficiente, la 
posibilidad de haber hecho esa rebaja fue por un tema que tratamos en esta Comisión, que es la rebaja 
de los aportes patronales. 


(Interrupciones. Diálogos) 


SEÑOR POSADA.- Precisamente, el planteo que realizamos en el ámbito de la Comisión de Industria, 
Energía y Minería para analizar todo el tema tarifario tiene que ver con la reforma tributaria. Lo que 
se nos ha dicho por parte del señor Presidente es que con toda razón el Directorio de ANTEL entiende 
conveniente concurrir al ámbito donde fue citado y explicarlo allí 


En cuanto a la aclaración que hace el señor Diputado Asti -además, carece de razón la afirmación que hace-, 
me parece que sería positivo que concurriera a la Comisión para que contara con los aspectos suficientes para 
valorar el impacto que a su juicio ha tenido la reforma tributaria en esta particular instancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien la sugerencia del señor Diputado Posada. El señor Diputado 
Asti puede ir a cualquier Comisión. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- El señor Diputado Asti recién hacía un gesto claro, golpeando con su 
índice la mesa, en el sentido de que el tema tiene que tratarse acá. Si queremos hablar del tema de los 
cómputos y de las modificaciones que hubo en ese aspecto, y el Directorio de ANTEL está en 
condiciones de hacerlo, con muchísimo gusto lo podríamos hacer. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Apoyado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Si el Directorio de ANTEL está en condiciones de hacerlo, al igual que el 
señor Diputado Asti, nosotros también consideramos que lo podemos hacer aquí. Pero si el Directorio 
entiende que es mejor la Comisión de Industria, Energía y Minería, lo escucharemos en esa asesora. 
Como ellos entiendan conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se agradece, pero ese es un tema que fue aclarado previamente. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El hecho de que ahora haya una tarifa nacional -hace años que los 
del interior la estamos solicitando- no quiere decir que se hayan bajado las tarifas. Como ha habido 
horarios y cambios de cómputos, consideramos que no fue una rebaja sino una igualación de las 
tarifas; pero no bajó el costo de llamar al interior. Cuando vayamos a la Comisión de Industria, 
Energía y Minería, que esperamos sea integrada con la de Hacienda, nos ilustraremos y nos sacaremos 
las dudas acerca de si se bajó o no la tarifa. Creemos que se igualó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaramos que la Comisión no va a ser integrada porque no fue solicitado de 
esa manera, pero también invitamos al señor Diputado González Alvarez a concurrir a ella. 


Agradecemos mucho la presencia del Directorio de ANTEL y quedan todos invitados a los ámbitos 
correspondientes. 


SEÑORA SIMON.- Gracias a ustedes. 
(Se retira de Sala el Directorio de ANTEL) 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría que nos hiciéramos un lugar para considerar a la brevedad -inclusive 
podría ser hoy mismo- un proyecto de ley firmado por legisladores de varios partidos políticos, que 
tiene carácter interpretativo, a los efectos de restaurar las exoneraciones de aportes patronales de las 
que gozaron hasta la entrada en vigencia de la reforma tributaria una cantidad de instituciones y 
organizaciones que la legislación consideró que estaban comprendidas en el artículo 69 de la 
Constitución. Este tema no puede esperar demasiado. El Poder Ejecutivo se enfrentó a una realidad 
por conveniencia, dado que se le caían los convenios que tenía con una cantidad de instituciones que 
contrataban con el MIDES y el INAU, por lo que hizo un "impasse" con las ONG que contratan con el 
Estado, las que una a una tendrán que negociar con la Administración. Sin embargo, hay muchas ONG 
que no contratan con el Estado e igualmente, hasta la aprobación de la reforma tributaria, fueron 
destinatarias de esa exoneración. Hay cientos de instituciones deportivas en todo el país que ahora 
tendrán que pagar aportes patronales por sus empleados, si los tienen, así como instituciones sociales 
de diversa naturaleza, gremiales, sindicales, partidos políticos, sociedades de inmigrantes, centros 
comerciales. Se trata de organizaciones de distinta naturaleza que la legislación había entendido que 
estaban exoneradas bajo el imperio del artículo 69. Cuando analizamos la reforma tributaria, se nos 
dijo que aquellas instituciones que estaban bajo la vigencia del artículo 69 de la Constitución quedaban 
como estaban y creo que todos entendimos que el debate estaba superado. No discutimos en Comisión 
porque el Poder Ejecutivo dijo que eso quedaba como estaba. Luego, a través del decreto del 2 de julio 


-siete meses después- se terminó avisando a las instituciones que caían del registro y pagaban aportes 
patronales. Se hizo casi con alevosía, sin dejar preparar a nadie. Recién ahí las instituciones se 
enteraron que empezaban a aportar por los empleados que tenían. Son organizaciones que no tienen 
ingresos, sin fines de lucro, que no son comerciales ni empresariales y que tienen que afrontar un costo 
que no tenían. 


Además, cumplen una función que debería cumplir el Estado y lo hacen bien. Históricamente, Uruguay hizo 
un acuerdo en la Constitución de 1918, y particularmente en la de 1934, para que la sociedad civil asumiera 
esos roles y como subsidio -lo establece la propia Constitución- el Estado no les cobraba el aporte patronal y 
algunos otros impuestos. Además, quiero advertir que el celo del recaudador puede ampararse luego en esta 
interpretación para cobrarles contribución inmobiliaria y otros impuestos, porque lo que está consagrado en 
la Constitución no es la exoneración de aportes patronales, sino impuestos nacionales y departamentales, 
entre los cuales están los aportes patronales. El BPS, por decreto del Poder Ejecutivo, debe cobrar los aportes 
patronales, pero mañana la Intendencia u otros organismos del Estado podrían cobrarles otros impuestos de 
los que están exonerados. Mañana podrían cobrar contribución inmobiliaria a un cuadro de baby fútbol por la 
canchita en la que juegan los chiquilines o por el club en el cual están instalados; o podrían cobrarle el 
Impuesto de Primaria u otros. 


Creo que tenemos que resolver rápidamente este tema. Hay muchas instituciones que están bajo la espada de 
Damocles; así como unas quieren devolver los contratos y esa amenaza al Poder Ejecutivo surtió efecto 
rápidamente, hay otras que dejarán de cumplir funciones, que no sé quién las va a cumplir después. 


Entonces, dado que esto tiene carácter interpretativo -creo que todos interpretamos lo mismo; me remito a las 
declaraciones públicas de legisladores de todos los partidos-, nosotros, los que hacemos la ley, debemos 
interpretarla -tal como lo establece la Constitución- y determinar qué fue lo que quisimos legislar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Posada) 


——— Considero que no quisimos legislar que cayeran las exoneraciones de aportes patronales de las 
instituciones de la sociedad civil, sobre todo cuando todos estamos de acuerdo con alimentar la participación 
social en el Uruguay en el que vivimos; hablamos tanto de la democracia participativa que no creo que la 
intención de este Cuerpo haya sido recaudar allí. Me parece que la intención era otra. Si el espíritu era que 
pagaran los que tienen más, está claro que el "Club Arbolito" no es de los que tiene más; lo mismo sucede 
con otras instituciones. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a complementar el planteamiento -que comparto- 
realizado por el señor Diputado Gandini. 


En estos días también se ha argumentado públicamente que el Poder Ejecutivo necesitaría hacer un análisis 
caso a caso. Esta es una interpretación incorrecta. Lo es, en primer lugar, porque no se puede legislar por la 
patología. Las organizaciones no gubernamentales así como las instituciones deportivas, los clubes sociales o 
las instituciones gremiales a las que se hace referencia en esta interpretación, tienen un estatuto jurídico 
aprobado por el propio Estado a través del Ministerio de Educación y Cultura. Además, el estatuto -se trata de 
un estatuto tipo- claramente establece que no son organizaciones con fines de lucro. Si lo fueran, deberían 
sancionarse e, inmediatamente, perderían su condición de tal, es decir, de organización no gubernamental, de 
club deportivo, etcétera, y quedarían sujetas a todo tipo de carga impositiva, tanto nacional como 
departamental. 


De manera que imaginar que la respuesta del Poder Ejecutivo es analizar caso a caso sería desconocer a la 
Dirección de Asociaciones Civiles y Fundaciones del Ministerio de Educación y Cultura, institución que 
tiene larga data y que, además, goza de gran prestigio en el otorgamiento de la personería jurídica. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Brenta) 


——- No se entrega personería jurídica a cualquiera que se presenta; hay todo un reconocimiento, un estudio 
y un análisis concienzudo. Cuando se entrega una personería jurídica, obviamente se trata de una institución 
amparada en ese régimen de exoneración impositiva. Si hubiera una que no cumpliera con estos requisitos, se 
debería actuar sobre la que violente la norma y no en general, haciendo un análisis caso a caso. 


SEÑOR GANDINI.- Cuando el Cuerpo aprobó el artículo 90 de la ley_de reforma tributaria, tenía 
absolutamente claro que con ello estaba haciendo caer exoneraciones tales como aquella de las que 
gozaban la industria manufacturera, el transporte de carga o las radios AM y FM del interior del país - 
por nombrar algunas actividades que estaban consagradas en legislaciones específicas- y, también, que 
no caían las que figuraban en el artículo 69. La interpretación legal e histórica del artículo 69 
contempla a una gran cantidad de organizaciones. Muchos legisladores del interior nos preguntaron -a 
mis compañeros y a mí- si los clubes y las instituciones de su pueblo iban a ser afectadas, y les 
respondimos que no, porque se interpretó claramente que allí no llegaba la mano del recaudador. Sin 
embargo, ahora esto cae. 


También quiero decir que la rápida aprobación de una ley interpretativa de este tipo nos va a permitir no 
entrar en otro debate. El decreto del Poder Ejecutivo que establece que se va a estudiar caso a caso quién se 
exonera y quién no, es inconstitucional. El Poder Legislativo tiene una atribución indelegable, que es la de 
fijar por ley las exoneraciones. El Poder Ejecutivo no puede fijarlas, no puede decir cuál sí y cuál no, porque 
eso nos corresponde a nosotros. Aunque quisiéramos delegar esa facultad a otro no podríamos hacerlo; es la 
ley la que las va a determinar. Las leyes fueron las que históricamente establecieron que instituciones 
deportivas y asociaciones, sindicatos y agremiaciones patronales, partidos políticos, instituciones religiosas 
más allá de sus templos, etcétera, estaban exoneradas; no fue el administrador de turno. Independientemente 
de esta Administración, no nos gustaría que un Gobierno ampliara o restringiera las exoneraciones; creo que 
ni a los que están hoy en el Gobierno ni a los que no estamos nos gustaría que eso sucediera. Además, la 
Constitución no lo permite. 


Entonces, antes de empezar a discutir la inconstitucionalidad y de que el Poder Ejecutivo reciba de parte de 
todos aquellos afectados una cantidad de recursos de inconstitucionalidad -ya se ha anunciado que va a ser 
así-, podemos aprobar esta iniciativa rápidamente y decir que no fue allí donde se quiso recaudar, por lo 
menos por parte del Parlamento. 


Por lo tanto, sugiero que incorporemos el tema al orden del día y, si es posible, que lo tratemos hoy. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, quiero aclarar que en la sesión pasada decidimos incorporar este 
tema en el orden del día -fue una de las cosas que acordamos al final de la reunión- con el ánimo de 
aprobarlo lo más rápidamente posible, en virtud de que existía consenso de base en la Comisión puesto 
que, como bien señalaba el señor Diputado Gandini, todos entendíamos que las instituciones 
amparadas en el artículo 69 de la Constitución de la República no estaban afectadas por la reforma 
tributaria en lo que refiere a los aportes patronales. 


Por otra parte, lo grave es que el Poder Ejecutivo ha tomado decisiones que son absolutamente 
inconstitucionales. El hecho de suspender el cobro es inconstitucional; inclusive, es inconstitucional el 
análisis caso a caso. Esto es algo que se repite; no es una actitud aislada. El Poder administrador entiende que 
por sí y ante sí puede hacer cosas que le corresponden al Parlamento y que exclusivamente se pueden hacer 
por ley. Estas no son cosas menores. 


Entonces, quisiera que realmente se reflexionara sobre estos aspectos y que al menos se estableciera una 
corrección de la forma más rápida posible, a fin de amparar a esas instituciones que tradicionalmente en el 
Uruguay, con un criterio amplio en lo que refiere a lo cultural, se han incluido pacíficamente. Ha sido la 
propia ley, apoyada por todos los partidos políticos -en esto no ha habido excepciones- la que ha establecido 
este criterio. Hasta ahora, salvo por la vía de la interpretación que ha hecho el Poder Ejecutivo, no había 
consideraciones en contrario a ese respecto; por lo menos durante la discusión de la reforma tributaria no 
fueron expresadas en el ámbito de la Comisión de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema figura en el orden del día. La bancada de Gobierno todavía no ha 
definido posición al respecto. También estamos analizando otros proyectos de ley, que reúnen la 
característica de ser planteados por la oposición, en particular por el Partido Nacional. 


Teníamos previsto recibir la semana que viene al Directorio de la OSE, a los efectos de continuar la discusión 
del proyecto que estamos analizando que, como dije, fue planteado por legisladores del Partido Nacional. 
Comprendo que hay muchos temas complejos, pero no todos pueden tener prioridad. Cuando alguien plantea 


un tema, siempre piensa que tiene prioridad y es el más importante. La bancada de Gobierno está analizando 
el tema y le está haciendo un seguimiento. Este tema se incorporará en el orden del día a posteriori de otros 
que han sido planteados; hoy, el señor Diputado Trobo incorporó tres. Debemos respetar los tiempos de 
trabajo. La semana que viene quizás podamos iniciar el debate respecto al proyecto que ha presentado el 
señor Diputado Gandini. 


SEÑOR ASTI.- Creo que algunos de los legisladores que me precedieron en el uso de la palabra 
hicieron consideraciones de fondo acerca del tema. Vista la exhortación del señor Presidente de 
ordenar el tratamiento de los temas, no voy a contestar. Ante el planteamiento realizado, si vamos a 
seguir buscando la forma de su tratamiento, no tengo más nada que decir, pero si seguimos ahondando 
en los temas de fondo, sí tengo cosas para decir. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Estoy de acuerdo con lo solicitado por el señor Presidente. 


Entendemos que este tema es prioritario y el más importante que tiene la Comisión para tratar. Por lo tanto, 
propongo que sea considerado en la próxima sesión de esta Comisión, a los efectos de tomar una decisión. 
Nos parece que este tema es esencial y que los tiempos corren en contra de la tranquilidad de muchísima 
gente. Es bien claro lo que pretendimos hacer cuando votamos el proyecto en el Parlamento y, por lo tanto, 
vamos a pedir especialmente que si esto no se puede tratar en el día de hoy -como anunció el señor 
Presidente, la bancada oficialista no está en condiciones de hacerlo-, se considere el miércoles que viene. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Más allá de que los otros temas que están en el orden del día 
sean importantes, creemos que ninguno de ellos tiene la urgencia de este. La reforma tributaria está 
siendo aplicada y estamos hablando de aproximadamente dieciocho mil instituciones autorizadas en el 
país bajo este régimen, que hoy están en la incertidumbre de si se va a aplicar o no sobre ellas este 
nuevo régimen impositivo. Este es el tema prioritario y tiene urgencia. El Parlamento deberá hacer 
una interpretación por sí o por no; si alguien está en contra de esa posición, lo dirá. Ya vimos cómo se 
resolvió una cuestión similar respecto a las Fuerzas Armadas. Hoy en los diarios aparece cómo se 
terminó resolviendo el gravamen o no de la alimentación y los boletos de las Fuerzas Armadas. 
Obviamente, se gravan porque está en la ley. Esto es igual. Lo que figura en la ley es que estas 
instituciones están gravadas y ni el Poder Ejecutivo ni la Dirección General Impositiva tienen 
facultades para decidir, si el Parlamento no hace una interpretación. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Sugiero que los tres primeros puntos del orden del día sobre los que 
hoy conversamos con el señor Diputado Trobo desaparezcan momentáneamente del orden del día y 
sean enviados en consulta. El cuarto tema, que es la aplicación de recargos por mora, también puede 
quedar en suspenso; inclusive, debemos realizar una segunda reunión con el Directorio de ANTEL. 
Creo que debemos ubicar en primer lugar del orden del día el punto que está en sexto término y la 
semana que viene podemos empezar a hablar sobre el tema. Unos estarán a favor, otros en contra, pero 
podemos citar al señor Ministro de Economía y Finanzas para que nos dé su opinión sobre este tema. 
El señor Ministro ya actuó en esta suspensión que se hizo a las ONG. He escuchado decir en la prensa 
al señor Ministro de Turismo y Deporte que las instituciones deportivas van a ser exoneradas. No 
sabemos si esto es cierto porque, de repente, la prensa recoge unas noticias y otras no. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


——- El señor Diputado Asti sabe mi pensamiento: yo solo escucho al señor Ministro de Economía y 
Finanzas; lo demás no existe. El señor Ministro de Economía y Finanzas es el que marca la línea de 
Gobierno. 


Podemos escuchar la opinión del señor Ministro acerca de este tema. Quizás, la semana que viene, las 
consultas que le hagan los Diputados de Gobierno pueden aclarar este tema y si no hay posición para seguir 
adelante, empezaremos a hacer convocatorias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para mantener un ritmo de trabajo acordado por la Comisión, queremos 
informar que la presencia del Directorio de OSE está confirmada para la semana que viene, situación 
que no nos impide trabajar en otros temas. Por lo tanto, a la hora 10 recibiríamos al Directorio de OSE 


y, Simultáneamente, estaríamos enviando en consulta al Ministerio de Economía y Finanzas los tres 
proyectos que planteó el señor Diputado Trobo. Además, tenemos dos solicitudes de entrevista, una de 
ellas de CAMBADU, acerca de la exoneración de aportes patronales. A esta delegación la podríamos 
recibir durante media hora, luego de escuchar al Directorio de OSE, y después podríamos considerar 
este tema en función de las consultas que se han manifestado. Debemos ponernos de acuerdo en esto. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que tenemos dos caminos. Uno es el de tratar este tema la próxima semana y 
tomar posición. Se trata de un proyecto de ley interpretativo; el espíritu de un proyecto de ley 
interpretativo es escucharnos a nosotros mismos. Tenemos que consultarnos qué es lo que quisimos 
decir y dar claridad a una norma que - según lo establece la Constitución - la necesita, porque puede 
ser oscura o su alcance no estar preciso. Pienso que no tenemos que preguntarle a nadie qué es lo que 
Opina al respecto. ¿Quisimos derogar la legislación vigente o no? ¿Quisimos dejar vigente el artículo 69 
con sus normas legales y reglamentarias o quisimos derogarlo? Eso lo resolvemos la semana que viene. 
Ahora, si se quiere comenzar con el proceso de citación, advierto que hay una docena de instituciones, 
de toda naturaleza, que vinieron a hablar conmigo, a las que también vamos a tener que citar. Si vamos 
a escuchar a la Administración, también deberemos escuchar a clubes deportivos, ONG, sindicatos, 
etcétera, que además de ir a hablar con el Presidente de la República o con el Presidente del Banco 
Central, tendrán que venir a hablar acá. Entonces, el proceso será larguísimo, va a ocupar mucho 
tiempo a esta Comisión y nos van a decir lo que todos ya sabemos. Todos ya tenemos opinión formada 
por lo que me parece que le ahorraríamos muchísimo tiempo a esta Comisión. Si lo que necesitamos es 
tiempo político para que las bancadas tomen resolución, ese es otro asunto; lo discutimos, si así se 
plantea, y lo fijamos para cuando estén tomadas las decisiones internas. Pero a mí no me parece que 
por aquí tengan que desfilar Ministerios, organismos recaudadores y docenas de instituciones de la 
sociedad civil, porque ya sabemos lo que nos van a decir. Si lo que se necesita es tiempo político, no lo 
consigamos perdiendo el tiempo de la Comisión. En todo caso, ocupémoslo en otros proyectos, porque 
lo que tenemos que hacer es una interpretación de la ley que se votó. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Me parece que el trámite que plantea el señor Diputado Gandini es el 
esencial. Está claro que la oposición no votó el artículo; nosotros no votamos el artículo. En realidad, lo 
que el país pretende ante esta situación, la inquietud general que hay tiene que ver con saber cuál es la 
posición de la mayoría. Nosotros ya tenemos posición sobre este proyecto; nosotros entendemos que no 
hay que gravar con aportes patronales a todas las instituciones amparadas por el artículo 69 de la 
Constitución. Lo tenemos clarísimo. Quienes votaron este artículo, que fueron los legisladores 
oficialistas, son los que van a decir, por ser mayoría, si lo que quisieron votar fue gravar a todos o dejar 
afuera a todas estas instituciones que son miles en el país. 


Me parece que esto hay que resolverlo rápidamente. Ninguno de ustedes necesita que venga el Directorio del 
Banco de Previsión Social a explicar cómo son las cosas. Acá basta con una llamada telefónica para 
preguntar: "¿Qué hacemos?", o con una reunión entre ustedes para decidir qué piensan sobre este asunto, qué 
quisieron hacer. Y si no están en condiciones de hacerlo, que se nos diga francamente: "No estamos en 
condiciones de hacerlo ahora; necesitamos tres meses". Y si necesitan tres meses, bueno, se esperará tres 
meses, pero no vamos a estar en cada sesión de los miércoles recibiendo a catorce personas que nos van a 
decir lo que ya sabemos. Me parece que en un acto de economía de tiempo en el funcionamiento de la 
Comisión, sería bueno que el oficialismo nos dijera cuánto tiempo necesita para votar esto y definir el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que en ningún momento la bancada de Gobierno ha pedido 
consejo acerca de lo que tiene que hacer. Creo que tiene una idea de lo que tiene que hacer. Y lo que 
tiene que hacer es tomar una posición. Por lo tanto, hemos trasmitido los tiempos que necesitamos para 
tomar posición con respecto al tema. 


En cuanto a las audiencias, hay una sola solicitud de entrevista. Lo que hemos propuesto no es recibir a 
decenas de delegaciones, que no han solicitado entrevista. Lo que hemos planteado es recibir a la única 
delegación que lo ha solicitado, por un tema de respeto. El criterio general siempre ha sido conceder las 
entrevistas que se solicitan. Ya sabemos lo que nos van a decir. No importa. Igual debemos recibirlos. 


Por lo tanto, no estamos buscando ningún mecanismo dilatorio ni nada que se le parezca, sino simplemente 
pidiendo los tiempos políticos necesarios para la discusión política al interior de la bancada de Gobierno. 


Agradezco muchísimo los consejos del señor Diputado Amorín Batlle; lo digo por su experiencia en el 
Gobierno. 


Ese es el procedimiento en el que estamos; los tiempos políticos dirán. De cualquier manera, se dispone de 
otros mecanismos, si alguien quiere utilizarlos. Está claro que se necesita trabajar en este clima. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, lo dejamos para la próxima sesión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. 


Agradecemos mucho la colaboración. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


